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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
NÚMERO 072 DE 2013 CÁMARA

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 274 de la Constitución 
Política quedará así:

-
loría General de la República y de las Contralo-
rías Departamentales, Distritales y Municipales 
se ejercerá únicamente por un Auditor General 
elegido por el Consejo de Estado, de terna en-
viada por la Corte Suprema de Justicia, para un 
periodo igual al del Contralor General de la Re-
pública

Artículo 2°. Vigencia. El presente acto legis-
lativo regirá a partir de su promulgación.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El artículo 274 de la Constitución Política 

establece que 

-

De acuerdo con el texto de esta disposición 
existen dos aspectos que durante los últimos 
años se han discutido y deben ser replanteados, 
como lo son:

• Que el periodo del Auditor General de la 
República sea homologado al mismo período del 
Contralor General de la República.

-
ditoría General de la República en la vigilancia 

-
tritales y Municipales.

Los anteriores aspectos se sustentan bajo los 
siguientes argumentos:

Periodo del Auditor General de la República
La Constitución de 1991 estableció periodos 

para las autoridades públicas así: 4 años para el 
Presidente de la República, Contralor General 
de la República, Procurador General de la Na-
ción, Defensor del Pueblo, y Fiscal General de la 
Nación. En el caso de Gobernadores, Alcaldes, 
Contralores Territoriales y Personeros, se esta-
bleció un periodo de (4) cuatro años, con posibi-
lidad en algunos casos de reelección.

Las razones de estos periodos no son capri-
chosas, pues se considera que un lapso inferior 
no es razonable teniendo en cuenta que las polí-
ticas públicas requieren de un lapso amplio para 
que puedan alcanzar los resultados esperados.

En tratándose de la Auditoría General de la 
República, el Constituyente se apartó de ese cri-
terio y le señaló un periodo de dos años, sin que 

dado.
De acuerdo con el periodo actual del Auditor 

General, la Gestión del Contralor General de la 
República y de los Contralores Territoriales es 
evaluada por dos auditores diferentes y en algu-
nas oportunidades por tres distintos, situación 
que no resulta coherente para la administración 
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-
cho menos para la trazabilidad en las políticas 
que adopten los Auditores de turno.

Un periodo de dos años previsto en la actual 
-

tar proyectos sólidos para la mejora del control 

misión del Auditor General es la coadyuvancia 

una serie de estrategias a largo plazo que no es 
posible ejecutarlas en período tan corto.

De otra parte, la Auditoría General, como ór-
gano de vigilancia de las contralorías tiene es-
pecial posibilidad de incidir en la generación de 
políticas públicas que orienten una adecuada eje-
cución de recursos. En la medida en que se reali-
cen estrategias transversales de evaluación de la 
inversión de los recursos a nivel nacional, se está 
realizando un aporte importante en la mejora de 

-
gen acciones y seguimientos que son imposibles 
de consolidar en un período de dos años.

El periodo del Auditor General de la Repú-
blica ampliado, permitirá que sus funciones se 
desarrollen en la forma requerida y arrojen los 
resultados esperados por la comunidad, garanti-
zando que los recursos públicos asignados a las 

se destinen a la satisfacción del cometido estatal 
en cuya realización participen.

Si los planes y programas proyectados por 
una administración se desarrollan en determina-
dos periodos establecidos por la Constitución y 
la Ley, el seguimiento y evaluación a que están 
sometidas las actividades con ese objeto, tam-
bién debe producirse dentro de ese mismo lapso. 
De esta forma es posible no sólo producir infor-
mes anuales sobre la gestión desarrollada, sino 
adicionalmente realizar evaluaciones globales al 

el grado de cumplimiento de las metas trazadas 
por la Administración y su contribución a la sa-
tisfacción de los cometidos estatales.

Control Fiscal de la Auditoría General de 
la República a las Contralorías Territoriales

Se hace necesario establecer expresamente 
-

tamentales, distritales y municipales este a car-
go de la Auditoría General de la República para 
suplir un vacío omitido por el Constituyente en 
el año 1991 y evitar interpretaciones y doctrinas 
equivocadas que en la actualidad subsisten sobre 
el control ejercido por la Auditoría General de la 

-
ter territorial.

constitucional vale la pena traer a colación los 

antecedentes jurisprudenciales en torno a la fa-
cultad de la Auditoría General de la República 

-
rías territoriales podemos referenciar la Senten-
cia C-1339 del 4 de octubre de 2000, proferida 
por la Honorable Corte Constitucional y que se 
pronunció sobre la exequibilidad del artículo 17 
del Decreto-ley 272 de 2000, en los siguientes 
términos:

“…Por lo tanto no es inconstitucional que el 
legislador asigne al mismo órgano especializa-

de dicha Contraloría, la vigilancia de órganos 
que realizan idéntica función a nivel departa-
mental, distrital y municipal.

-
lo hace con el 

-
tículo 274 constitucional, y dentro de esta pers-
pectiva, no resulta aquella reprochable, dada la 
circunstancia de cumple apropiadamente con 
la voluntad del constituyente

1 Subrayado por fuera de 
texto.

De igual manera la Sentencia C-1176 de 
2004, proferida por el mismo órgano constitu-
cional manifestó:

-
-

También le corresponde a 

las contralorías departamentales; y, de manera 
excepcional, ejerce vigilancia sobre las cuen-
tas de las contralorías municipales y distritales, 
sin perjuicio del control que le corresponda a 
las contralorías departamentales, en los térmi-
nos que establezca el legislador.

-
-
-

1 Sentencia C-1339 del 4 de octubre de 2000. M. P. 
Antonio Barrera Carbonell.
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Subrayado y resaltado 
por fuera de texto.

Lo que se pretende es evitar interpretaciones 
disímiles que se vienen presentando por algunos 
órganos jurisdiccionales y administrativos en 
torno a la competencia de la Auditoría General 

-

Por otra parte, y también relacionado con el 
-

ría General de la República AGR, en este punto 
es pertinente advertir que resulta inconvenien-
te y antieconómico que las contralorías depar-
tamentales ejerzan la potestad de la vigilancia 

-
nicipales del respectivo departamento, potestad 
otorgada por el artículo 162 de la Ley 136 de 
1994, cuando legalmente está establecido que la 

de segundo nivel es la entidad que vigila gestión 

En consecuencia, es necesario solicitar al 
Legislador la derogatoria del artículo 162 de la 
Ley 136 de 1994 que dice: “La vigilancia de la 

-
nicipales se ejercerá por parte de la correspon-
diente contraloría departamental. La vigilancia 
se realizará conforme a los principios, técnicas y 
procedimientos establecidos por la ley”.
2 Sentencia C-1176 del 24 de noviembre de 2004. M. P. 

Clara Inés Vargas Hernández.

P R O Y E C T O S   D E   L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 070 DE 

2013 CÁMARA
-

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . La presen-
te ley se aplica a todos los establecimientos de 
comercio dedicados a la prestación de servicio 
de consumo de alimentos, bebidas y/o espec-
táculos públicos, y en cualquier otro en que se 
sugiera pago de propina.

Artículo 2°. . Se entien-
de como propina la suma de dinero que por mero 
sentido de liberalidad y en forma voluntaria, el 
usuario o cliente de alguno de los establecimien-

entrega a las personas que le atendieron, como 
demostración de agradecimiento por el servicio 
recibido, independientemente del valor que deba 
pagar por el mismo.

Artículo 3°. -
 La Superintendencia de 

Industria y Comercio impartirá las instrucciones 
relativas a la forma como se debe informar a los 
consumidores acerca de los precios y de la vo-
luntariedad de la propina, así como del correlati-
vo derecho que les asiste de no pagarla o de mo-

Artículo 4°. -
 La factura o el documento equivalente es-

tablecidos por la legislación tributaria, son los 
únicos documentos que deben ser entregados al 

cumplir con la discriminación de cada uno de los 
productos consumidos y su costo unitario y el 
costo total, más los demás requisitos estableci-
dos en el Estatuto Tributario.

Adicionalmente, la persona que atiende al 
cliente, deberá preguntarle a este si desea que su 
propina voluntaria, sea o no incluida en la factu-
ra o en el documento equivalente, o que indique 
el valor que quiere dar como propina.
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Artículo 5°. 
 Dado que las propinas son el producto 

de un acto de liberalidad del usuario, que quiere 

personas que trabajen en la cadena de servicios 
en el respectivo establecimiento, según la distri-
bución que internamente se establezca de común 

En el evento de que no se llegue a un acuer-
do por parte de los miembros de la cadena de 
servicios del establecimiento, las propinas serán 
distribuidas de manera equitativa entre cada uno 
de ellos.

Se prohíbe a los propietarios y/o adminis-
tradores de los establecimientos de que trata la 
presente ley intervenir de cualquier manera en 
la distribución de las propinas, o destinar alguna 
parte de ellas a gastos que por su naturaleza le 
corresponden a la empresa, tales como reposi-
ción de elementos de trabajo.

Tampoco se podrá, por ningún motivo, rete-
ner al trabajador lo que le corresponda por con-
cepto de propinas.

Parágrafo 1°. Los ingresos que por concepto 
de propinas reciban los trabajadores de los esta-
blecimientos de que trata esta Ley no constitu-
yen salario y, por consiguiente, en ningún caso 
se podrán considerar como factor salarial.

Parágrafo 2°. El acuerdo contentivo de la for-
ma de distribución de las propinas, deberá ser 
por escrito, documento del cual se les entregará 
copia a los miembros de la cadena de servicios.

Los acuerdos deberán ser remitidos a las au-
toridades del trabajo en la forma que lo determi-
ne el Ministerio del Trabajo.

Artículo 6°. . Las sanciones por las 
violaciones a las disposiciones contenidas en 
la presente ley serán las establecidas en la Ley 
1480 de 2011, en los términos allí previstos y 
las impuestas por las autoridades laborales de 
acuerdo a la normatividad vigente.

con el incumplimiento en la destinación de las 
propinas, serán de competencia de la autoridad 
encargada de implementar políticas laborales y 
propender por la protección de los derechos de 
los trabajadores. Lo relacionado con la informa-
ción al consumidor y la voluntariedad de las pro-
pinas será competencia de la Superintendencia 
de Industria y Comercio.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación.

Representante a la Cámara.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. Problemática
Con el presente proyecto de ley se pretende 

corregir una situación de atropello que se pre-
senta reiteradamente por parte de los dueños 
y/o administradores de establecimientos de co-
mercio dedicados a la prestación de servicio de 
consumo de alimentos, bebidas y/o espectáculos 
públicos, y cualquier otro establecimiento en el 
que se sugiera pago de propina, ya que de mane-
ra reiterada viene ocurriendo que los dineros que 
los clientes entregan a título de propina como 

servicios prestados, son utilizados indebidamen-
te para la reposición de elementos como man-
teles, copas, vasos, cubiertos, etc., o en algunas 
ocasiones son usados por los dueños y/o propie-
tarios para el pago de los salarios del personal de 
la cadena de servicios.

Es por ello, y de acuerdo con la naturaleza 
de las propinas, que se presenta esta iniciativa, 
buscando que este tipo de situaciones no se siga 
presentando en nuestro país, logrando que esas 
propinas vayan a su lógico destinatario como lo 
es naturalmente el personal de la cadena de ser-
vicios del establecimiento, que son las personas 
que con su esfuerzo, dedicación, atención y ama-
bilidad hacen pasar un rato agradable al cliente 
que como un gesto de reconocimiento al servi-
cio y de gratitud, de manera libre y voluntaria 
premia esa labor prestada entregando una suma 
de dinero adicional a la estimada por los bienes 
y servicios prevista por el establecimiento en la 
cuenta o factura, con destino a las personas que 
se esmeraron en su confort y servicio.

Adicionalmente, se busca elevar a la catego-
ría de ley, el carácter voluntario de las propinas, 
pretendiendo con ello, garantizar que mientras se 
encuentre vigente la misma, en ningún estableci-
miento de los mencionados anteriormente pueda 
ser exigido el pago de propina, o de un monto 
determinado o sugerido por este concepto. Es 
por ello, que se prevé que siempre se debe pre-
guntar al cliente, usuario o consumidor si desea 
incluir dentro de la cuenta o factura la propina, y 
advirtiendo que si bien el establecimiento puede 
sugerir un porcentaje de la venta como monto 

momento disminuyéndola o aumentándola por 
la simple voluntad o liberalidad del cliente.

Dejando claro los puntos anteriores, las au-
toridades del trabajo como las del comercio po-
drán entrar a vigilar y a sancionar a los dueños 
y/o administradores de estos establecimientos, 
en el evento de que transgredan la naturaleza, 

-
tende implementar.
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2. Consideraciones
2.1. Ámbito de aplicación
Se pretende abarcar la totalidad de los estable-

cimientos donde de la naturaleza de los servicios 
prestados se sugiera o se presente la oportunidad 
de pagar propinas.

2.2. Voluntariedad de la propina
De acuerdo al tratamiento que se le ha dado 

a las propinas por parte de la Superintendencia 
de Industria y Comercio, a la naturaleza de las 
mismas, y a los usos sociales, se establece de 
manera clara y expresa que la propina obedece 
exclusivamente a la voluntad o liberalidad de 
los clientes, consumidores o usuarios, razón por 
la cual el personal del establecimiento de ma-
nera previa deberá preguntar al cliente si desea 
incluir dentro de su cuenta o factura su propina 
voluntaria, recordándole el derecho a reconocer-

sea sugerido un porcentaje sobre el total de la 
cuenta como propina.

Hay que precisar que cuando la propina deja 
de ser voluntaria y se convierte en obligatoria, 
pierde su natural esencia y se convierte en parte 
del pago por el servicio recibido.

2.3. Destinación de la propina
Como se mencionó en renglones anteriores, 

se considera que este es el punto nodal del pro-
yecto, y es precisamente gracias a la problemáti-
ca que se presenta en la actualidad en cuanto a la 
destinación de la propina por parte de los dueños 
y/o administradores de los establecimientos, que 
de manera abusiva se acostumbran a destinar es-
tos dineros para cubrir gastos que deben ser des-
embolsados por el mismo negocio, pues forman 
parte de los costos habituales del mismo, tales 
como la reposición de vasos y de platos rotos, 
lo cual, naturalmente, es un accidente frecuente 
en esta clase de actividades. En este punto, de 
manera recurrente y preocupante es apropiada la 
propina por parte del dueño y/o administrador, 
para posteriormente pagar la nómina, esto es, los 
salarios de todo el personal.

De esta manera, los miembros de la cadena de 
servicios, que deberían ser los destinatarios ob-
vios de las propinas, terminan subsidiando a los 
dueños de los establecimientos que se apoderan 
de ingresos que no les corresponden, a pesar de 
que la gran mayoría de estos servidores no cuen-
tan con prestaciones sociales ni con seguridad 
social.

A su vez, se establece que el personal de la 
cadena de servicios será únicamente el que deci-
da de manera voluntaria y concertada la forma y 
porcentaje en el que serán distribuidas las propi-
nas en cabeza de cada uno de ellos. Ya que puede 
presentarse que no se llegue a un acuerdo entre 

ellos, se consagra una norma subsidiaria que es-
tablece que será distribuida de manera equitativa 
en cada una de las personas que hacen parte de 
la cadena de servicios.

Este acuerdo deberá remitirse a las autorida-
des del trabajo en la forma y con las condiciones 
señaladas por ellas, para poder realizar el respec-
tivo seguimiento y control al cumplimiento del 
mismo.

2.4. Personal de la cadena de servicios
El personal de la cadena de servicios está 

compuesto por todos y cada uno de los trabaja-
dores que laboran en el establecimiento y prestan 

-
midores, es decir, meseros, vigilantes, acomoda-
dores de carros, auxiliares de cocina, cocineros, 
barmans, recepcionistas, etc.

Se considera que todo el personal involucrado 
en la prestación del servicio al cliente o consu-

el esfuerzo y dedicación de cada uno de ellos, es 
la razón por la cual se toma la decisión del reco-
nocimiento o no del pago de propinas.

2.5. Forma de información de la propina
La Superintendencia de Industria y Comercio 

será la encargada de impartir las instrucciones 
relativas a la forma como se debe informar a los 
consumidores acerca de los precios y de la vo-
luntariedad de la propina, así como del correlati-
vo derecho que les asiste de no pagarla o de mo-

Se considera que la forma como deben infor-
mar los establecimientos debe ser de acuerdo a 
reglamentaciones impartidas por la Superinten-
dencia de Industria y Comercio, ya que es una 
actividad o un uso social muy dinámico y se co-
rre el riesgo de que la norma se vuelva anacró-
nica si se deja a previsión de la ley. Es por ello, 
que se deja en cabeza de la superintendencia la 
regulación de este aspecto, ya que esta autoridad 
cuenta con la experiencia y con el conocimiento 
directo de las realidades sociales, lo que la vuel-
ve en la entidad idónea para regular este aspecto.

2.6. Propinas y salario
Con la iniciativa no se busca hacer recaer so-

bre los propietarios de los establecimientos en 
referencia una nueva carga laboral. Es por ello, 

-
yecto que las propinas que reciben los meseros y 
demás empleados de parte de los clientes o usua-
rios de los mencionados negocios, no constitu-
yen salario ni pueden considerarse como factor 
salarial.

3. Trámite legislativo previo
El presente proyecto de ley ya había sido 

presentado a consideración del Congreso de la 
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República en la legislatura 2011-2012, donde 
fue aprobado en primer debate por la Comisión 
Séptima de la Cámara de Representantes y fue 
radicada ponencia positiva para segundo deba-
te ante la plenaria de esa corporación, donde 
lamentablemente por motivos de congestión le-
gislativa no pudo ser debatido y posteriormente 
aprobado.

Con la iniciativa que se vuelve a presentar a 
consideración del Congreso de la República, se 
pretende proteger los derechos de los trabajado-
res de las cadena de servicios de restaurantes, 
bares, grilles, cafeterías, etc., a que la propina 
que entrega de manera voluntaria el consumidor 
o cliente sea distribuida únicamente entre los 
mencionados, y no sea usada como en la actua-
lidad por algunos dueños y/o administradores 
para pagar salarios, reposición de vasos, mante-
les, platos, etc.

También se salvaguardan los derechos al 
consumidor, ya que este al momento de entre-
gar una propina lo hace con el móvil de pre-
miar o reconocer ese servicio prestado por las 
personas encargadas de la atención del mis-
mo, y no espera que ese dinero sea invertido 
para el pago de salarios o para la reposición de  
menaje.

Otro punto fundamental es que se eleva a ran-
go legal la voluntariedad de las propinas, y siem-
pre tendrá que preguntarse previamente al clien-
te o consumidor si desea incluir alguna suma de 
dinero por concepto de propina, y en el evento 
de que se sugiera la propina, se deberá advertir 

del arbitrio del usuario.
Por ello se considera que este proyecto de 

ley contribuirá en gran medida a desenredar 
la maraña envuelta alrededor del tema de las 
propinas en Colombia, buscando principalmen-
te proteger al consumidor y a los trabajadores 
de la cadena de servicios quienes son natural y 
lógicamente los destinatarios de esas sumas de 
dinero.

Del honorable Representante,

Representante a la Cámara.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL
El día 21 de agosto del año 2013 ha sido 

presentado en este despacho el Proyecto de ley 
número 070 de 2013 Cámara, con su correspon-
diente exposición de motivos, por el honorable 
Representante, 

El Secretario General,

PROYECTO DE LEY NÚMERO 071  
DE 2013 CÁMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley busca re-
glamentar el servicio transporte aéreo interno e 
internacional.

Artículo 2°. -
 La aerolínea 

deberá informar al pasajero sobre demoras en 
los vuelos, cancelación y desvío de los mismos a 
más tardar con cuatro (4) horas de antelación al 
vuelo, por el medio de comunicación más rápido 
posible (celular, teléfono, fax, correo electróni-
co), so pena de incurrir en sanción por el incum-
plimiento.

Parágrafo. Cuando la aerolínea incumpla con 
el vuelo pactado de manera total o parcial, debe-
rá a elección del viajero, prestar otros servicios 
de la misma calidad o reembolsar o compensar 
el precio pactado por el servicio incumplido.

Ante la imposibilidad de prestar el servicio de 
la misma calidad, el prestador deberá contratar 
a sus expensas con un tercero, la prestación del 
mismo.

Artículo 3°. 

 Demoras o Cancelación del 
vuelo por causas de fuerza mayor o caso fortui-
to. Cuando los vuelos no puedan iniciarse en las 
condiciones estipuladas o se retrasen por causas 
técnicas o por razones meteorológicas o atmos-
féricas, una vez superada la causa del retraso; los 
vuelos se reiniciarán respetando estrictamente el 
orden de horario e itinerarios de los mismos.

Artículo 4°. Compensaciones al usuario o 
 Cuando los vuelos se encuentren, en 

los casos de cancelaciones, interrupciones, de-
moras, desvíos o cualquier otro evento que sea 
imputable a la aerolínea, el transportador deberá 
informar al pasajero, el transportador compensa-
rá al pasajero conforme a lo siguiente:

1. Demoras. Cuando haya demora en la ini-
ciación del vuelo (inicio del rodaje para decolar) 
y por lo tanto no se cumpla con el horario pro-
gramado del vuelo autorizado por la Aeronáutica 
Civil, se observará lo siguiente:

a) Cuando la demora sea mayor de una (1) 
hora e inferior a tres (3), se suministrará al pasa-
jero un refrigerio y una comunicación telefónica 
-que no exceda de cinco (5) minutos- o por el 
medio más ágil disponible al lugar de destino, 
o al de origen en caso de conexiones, a requeri-
miento del pasajero.
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b) Cuando la demora sea superior a tres (3) 
horas e inferior a cinco (5), además de lo ante-
rior, se deberá proporcionar al pasajero alimen-
tos (desayuno, almuerzo o cena, según la hora).

c) Cuando la demora sea superior a cinco (5) 
horas, además de lo anterior, el transportador de-
berá compensar al pasajero conforme a lo esta-
blecido en el numeral 4) del presente artículo. 
Sin embargo, cuando esta demora sobrepase de 
las 10:00 p.m. (hora local), la aerolínea deberá 
proporcionarle, además, hospedaje y gastos de 
traslado de ida y regreso al aeropuerto.

2. Cancelación. En los casos que la aerolínea 
decida cancelar el vuelo, teniendo el pasajero re-

hospedaje y transporte de ida y regreso al aero-
puerto. Además, si se presenta demora antes de 
la cancelación del vuelo, el pasajero recibirá las 
compensaciones previstas en el numeral 1 según 
corresponda.

3. Anticipación del vuelo. Cuando la aero-
línea anticipe el vuelo en más de una hora, sin 
avisar al pasajero, o cuando habiéndole avisado 
le resulte imposible viajar en el nuevo horario 
impuesto, se le deberá proporcionar el viaje a 

-
sulte conveniente de la propia aerolínea, en la 
misma ruta. En caso de no disponer de vuelo, el 
transportador deberá hacer las gestiones necesa-
rias por su cuenta, para el embarque del pasajero 
en otra aerolínea. En estos casos el pasajero no 
pagará ningún excedente si el nuevo cupo co-
rrespondiera a una tarifa superior. De no aceptar 
el pasajero ninguna de estas alternativas, podrá 
exigir la devolución del precio pagado, sin pena-
lización alguna.

4. Sanción por incumplimiento o Compen-
sación adicional. La aerolínea deberá compen-
sar al pasajero con una suma equivalente mínimo 
al 25% del valor del trayecto, pagadera en dinero 
o cualquier otra forma aceptada por el pasajero, 
además de lo consagrado en el artículo 3º de la 
presente ley, en los siguientes casos:

- Demora superior a cinco (5) horas, por cau-
sas imputables a la aerolínea.

- Cuando no se dé cumplimiento expreso a lo 
consagrado en el artículo 2° de la presente ley.

Artículo 5°.  
Prohíbase totalmente la sobreventa de tiquetes 
aéreos, en consecuencia la aerolínea solo podrá 
disponer para la venta hasta el 100% de la capa-
cidad del vuelo.

Artículo 6°. 
La Superintendencia de Industria y Comercio 
vigilará el estricto cumplimiento de las promo-
ciones que publiciten las diferentes aerolíneas, 
tales como los planes de viajero frecuente y de-
más promociones ofrecidas al pasajero.

Las promociones ofrecidas deben ser absolu-
tamente claras y sus tarifas aéreas debidamente 
registradas. En caso de anunciarse públicamente 
sus condiciones, deberá cumplirse a cabalidad 
con lo anunciado.

Parágrafo. Paquetes todo incluido. Sin perjui-
cio de lo establecido en la Ley 300 de 1996 (Ley 
General de Turismo), cuando se ofrezcan paque-
tes “todo incluido” el transportador y/o agente 
de viajes deberá informar claramente al pasaje-
ro las condiciones de dicho producto por escrito 
con en letra clara y legible.

A los efectos de esta norma se entiende por 
paquetes todo incluido, el producto ofrecido por 
una aerolínea o agencia de viajes incluyendo 
además de los tiquetes para el transporte aéreo, 
porción terrestre, es decir, alojamiento, alimen-
tación, transporte aeropuerto -hotel- aeropuerto, 
y tours, entre otros.

Artículo 7°. -
Cuando el equipaje de un pasajero, no llegue, 

o siga en otro vuelo, de modo que implique es-
pera para su dueño o que tenga que regresar al 
aeropuerto para reclamarlo, la aerolínea deberá 
pagar penalidad a favor del pasajero por el vein-
te por ciento (20%) del costo total del tiquete, 
así mismo como el costo de los traslados has-
ta y desde el aeropuerto, serán asumidos por el 
trasportador. En tales casos, la aerolínea también 
sufragará al pasajero los gastos por elementos de 
aseo. La aerolínea será responsable por el debido 
cuidado del equipaje de cada pasajero, desde el 
momento del aforo o ingreso al avión.

Artículo 8°. 
Todas las empresas de servicios aéreos comer-
ciales de transporte público regular de pasajeros 
que operen en Colombia, deberán disponer en 
cada aeropuerto donde operen, de un Sistema de 
Atención al Usuario a través del cual deberán re-
cibir y atender, de manera inmediata y personal, 
las quejas, reclamos o sugerencias de los pasa-
jeros, ofreciendo las soluciones inmediatas que 
sean pertinentes de acuerdo a las circunstancias, 
y en su defecto, deberán transferir inmediata-
mente el requerimiento correspondiente a la per-
sona o dependencia que debe darle solución a la 
mayor brevedad posible.

Así mismo deberá garantizar atención a fami-
liares de víctimas de accidentes que llegaren a 
presentarse en la aerolínea donde se transporte 
al pasajero.

Artículo 9°. Prohíbase a las aerolíneas el uso 
de la lista de viajeros no conformes.

Artículo 10.  La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga todas las dis-
posiciones que le sean contrarias.

Representante a la Cámara por Antioquia.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
1. 1Colombia cuenta actualmente con 590 ae-

ropuertos y campos de aterrizaje de los cuales: 
74 son de propiedad de Aero civil, 14 de los De-
partamentos, 94 Municipales, 9 Militares, 185 
Fumigación, 214 Privados.

Según información emitida por la Aeronáuti-
ca Civil la siguiente es la lista de aeropuertos en 
Colombia, organizados por los departamentos 
que componen nuestro país.

2AEROPUERTOS POR DEPARTAMEN-
TOS

Amazonas
Leticia Alfredo Vásquez Cobo
Antioquia
Carepa Antonio Roldán Betancur
Medellín Olaya Herrera
Puerto Berrío Morelia
Remedios Alberto Jaramillo Sánchez
Rionegro José María Córdova
Urrao Alí Piedrahíta
Arauca
Tame Gabriel Vargas Santos
Atlántico
Barranquilla Ernesto Cortissoz
Bolívar
Cartagena Rafael Núñez
Boyacá
Paipa Juan José Rondón
Caldas
Caquetá
Casanare
Hato Corozal
Paz de Ariporo
Tablón de Támara
Trinidad
Yopal El Alcaraván
Cauca
Cesar
Valledupar Alfonso López Pumarejo
Chocó
Condoto Mandinga
Nuquí Reyes Murillo
Quibdó El Caraño
Córdoba
Montería Los Garzones
Cundinamarca
Bogotá El Dorado

1 https://www.mintransporte.gov.co/loader.php?lServicio
=FAQ&lFuncion=viewPreguntas&id=67#a473

2 http://www.aerocivil.gov.co/Aerodromos/Aeropuertos/
Paginas/Inicio.aspx

Guaymaral
La Guajira
Riohacha Almirante Padilla
Magdalena
Santa Marta Simón Bolívar
Meta
San Martín de los Llanos
Villavicencio Vanguardia
Nariño
Norte de Santander
Cúcuta Camilo Daza
Ocaña Aguas Claras
Putumayo
Puerto Asís Tres de Mayo
Quindío
Armenia El Edén
Risaralda
San Andrés y Providencia
San Andrés Gustavo Rojas Pinilla
Santander
Bucaramanga Palonegro
Sucre
Corozal Las Brujas
Tolú Golfo de Morrosquillo
Tolima
Flandes Santiago Vila
Ibagué Perales
José Celestino Mutis
Valle del Cauca
Vaupés
Mitú Fabio Alberto León Bentley
Vichada
Puerto Carreño Germán Olano
2. AEROLÍNEA
3Líneas aéreas aerolíneas

-
 

4Clases de servicios. Los servicios aéreos co-
merciales de transporte público podrán ser regu-
lares o no regulares; los primeros son los que se 
prestan con arreglo a tarifas, itinerarios, condi-

-
cian al público; los últimos no están sujetos a las 
modalidades mencionadas. Unos y otros pueden 
ser nacionales o internacionales.
3 http://es.wikipedia.org/wiki/Aerol%C3%ADnea
4 http://www.aerocivil.gov.co/AAeronautica/Rrglamenta-

cion/RAC/Paginas/Inicio.aspx
 Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civ-

Aeronáuticas REGLAMENTOS AERONÁUTICOS DE 
COLOMBIA - PARTE TERCERA 1.
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Transporte público interno es 
aquel que se presta exclusivamente entre pun-
tos situados en el territorio de la República; este 
puede ser troncal, secundario, regional, aerotaxi, 
de carga y especial de carga.

4. Abuso en el servicio
Entre el año 2010 y lo corrido de 2013 han 

sido radicados ante la Superintendencia de In-
dustria y Comercio 1.323 quejas provenientes de 
consumidores y/o usuarios quejosos y reclaman-
tes por las aerolíneas del país, esto por motivos 
de retrasos, cancelaciones, cambios, demoras, 
anticipaciones, sobreventa de tiquetes en vuelos 
internos como internacionales, esto teniendo en 
cuenta que la Ley 446 de 1998, Ley 1480 de 2011 
y artículo 24 del Código General del Proceso, 
delegan a dicha entidad para conocer y decidir 
de las acciones de protección al consumidor.

Así mismo, la Confederación Colombiana de 
Consumidores, aunque no es ente competente, 
para dirimir y conocer de quejas y reclamos del 
usuario en contra de las aerolíneas, en el trascur-
so del año 2012 y 2013, ha recibido vía correo 
electrónico 160 quejas interpuestas por los usua-
rios a las diferentes aerolíneas.

Actualmente hemos evidenciado que los 
usuarios del transporte aéreo se han visto afecta-
dos cuando realizan trayectos aéreos por diver-
sas causas, entre las cuales podemos destacar la 
demora en salida de los vuelos tanto nacionales 
como internacionales, la sobreventa de tiquetes 
aéreos sobre todo en temporada alta y las arbitra-
riedades que se presentan en contra de los usua-
rios que utilizan este medio de transporte.

No es ajeno para nosotros que actualmen-
te la sobreventa es una práctica legal y común 
en el sector turístico, pero si lo vemos desde 
el punto de vista del consumidor y usuario, la 
sobreventa de pasajes aéreos “es ilegal, porque 
viola las normas de protección al consumidor y 
el contrato que suscribe el usuario que compra 
el pasaje” y, si bien reconoce que es una prácti-
ca común en las compañías aéreas, el hecho de 
que la aerolínea reembolse al pasajero la suma 
que pagó por su pasaje no la exime de la respon-
sabilidad administrativa, respecto de la norma 
de protección al consumidor. No obstante en la 
Comunidad Europea existe una normativa que 
apunta a reducir considerablemente la frecuen-
cia de las denegaciones de embarque y frenar 
esta práctica abusiva de las compañías aéreas. 
La norma establece multas a cargo de las trans-
portadoras, que deberán pagarle al pasajero que 
no pudo embarcar. Situación que puede ser im-
plantada en esta Nación, como lo menciona el 
articulado expuesto.

Es sabido por todos que el Código de Comer-
cio, o Decreto 410 de 1971, le dio libre albedrío 
a la Aeronáutica Civil para que reglamentara 

todo lo pertinente al transporte aéreo, siendo esta 
Entidad pertinente en la creación de la misma, 
sin embargo las empresas aéreas no dan cabal 
cumplimiento a esta normatividad, saltándose 
así mismo los parámetros regulados y vulneran-
do los derechos del consumidor o usuario.

De igual manera existe gran desconocimiento 
de esta norma por parte de los usuarios o pasa-
jeros, quienes se ven diariamente afectados por 
situaciones inesperadas como son la demora en 
los vuelos, la cancelación y hasta la sobreventa 
de los mismos.

Se realizó una pequeña encuesta a varios 
usuarios en el Aeropuerto “El Dorado”, ubicado 
en la Ciudad de Bogotá, quienes manifestaron 
su inconformidad y el desconocimiento de pre-
suntas indemnizaciones por demora o cancela-
ción en vuelos nacionales e internacionales. De 
igual manera hicieron alusión a reclamaciones 
que han presentado a las aerolíneas, quienes no 
proponen una pronta solución a los altercados 
presentados y los clientes no son propiamente 
su prioridad.

Según informe de calidad presentado por la 
Aeronáutica Civil en el mes de mayo de 2012, 
el mayor motivo de presentación de quejas ha-
cia las aerolíneas, fue por demoras en vuelos, si-
guiendo en su mismo orden la cancelación de los 

puede apreciar a continuación:
“1.1. MOTIVO DE LAS QUEJAS
La insatisfacción de los usuarios del servicio 

de transporte aéreo, en el mes de mayo de 2012, 
en vuelos domésticos generaron de Vuelo 113 
(27%), Reservas 23 (6%), Sobreventa 14 (3%) y 

5

Como usuarios de esta clase de transporte en-
tendemos los casos de fuerza mayor, como son 
las fallas técnicas o situaciones atmosféricas, 
pero en oportunidades las Empresas se valen de 
estos argumentos para sobrevender vuelos, si-
tuación que nos perjudica grandemente, porque 
debido a estas fallas podemos perder grandes 
oportunidades laborales, compromisos familia-
res, entre otras.

Los usuarios de esta clase de transporte, están 
bastantes inconformes con el abuso y arbitrarie-
dades de las aerolíneas hacia el consumidor (pa-
sajero o usuario), es evidente que a diario y en 

-
mana largos esta situación empeora, por ello, la 
necesidad de tomar alguna medida frente a este 
tipo de atropellos.

En esa medida las disposiciones que el pro-
yecto contiene deberán traducirse en mecanis-

del consumidor, a través de la adopción y puesta 
5 http://190.27.249.227/AAeronautica/Estadisticas/TAer-

eo/Documents/BOLETIN%20MAYO%202012.pdf
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en marcha de una verdadera solución, y por ello 
hoy sometemos a consideración, para discusión 
y aprobación, la presente iniciativa.

Esta iniciativa pretende entones señalar nor-
mas para un buen servicio al usuario o pasajero y 
que pueda llegar a tener un agradable viaje.

5. Marco constitucional
Artículo 2°. Constitución Política de Co-

lombia.
a la comunidad, promover la prosperidad gene-
ral y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitu-
ción; facilitar la participación de todos en las de-
cisiones que los afectan y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la Nación; 
defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia 

Las autoridades de la República están insti-
tuidas para proteger a todas las personas resi-
dentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares.

Artículo 24. Todo colombiano, con las limi-
taciones que establezca la ley, tiene derecho a 
circular libremente por el territorio nacional, a 
entrar y salir de él, y a permanecer y residenciar-
se en Colombia.

Según Sentencia del 23 de noviembre de 
2012, emitida por la Honorable Corte Constitu-

Sentencia T-987/12
LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL 

DEL SERVICIO PÚBLICO DE TRANS-
PORTE AÉREO DE PASAJEROS

… 4. El Congreso, dentro de su cláusula ge-
neral de competencia para la producción norma-
tiva, está investido de la facultad para expedir 
las leyes que rigen la prestación de los servicios 
públicos (artículo 150-23 C.P.). En ejercicio de 
esa competencia, se expidió la Ley 336 de 1996 
– Estatuto del Transporte, en cuyo artículo 68 

ser-
. Esta connotación, como 

lo ha señalado la jurisprudencia constitucional, 
implica necesariamente que la actividad acadé-

-
-

les, de modo que debe garantizarse por el Estado 

-
mo precedente, corresponde al legislador, quien 
debe cumplir con el criterio material expuesto.

Sobre el particular, se ha señalado por parte 
de la Corte, en el ámbito del análisis de consti-

de la huelga en esa clase de actividades, que “la 

-
-

-
 [3] || 

-
[4] [5] -

ciones[6]
[7] -

[8] -
”[9]

En el caso del transporte, en general, y su mo-
dalidad aérea, en particular, concurren diversas 
razones para concluir que se trata de un servicio 
público vinculado estrechamente con la satisfac-
ción de los derechos fundamentales. Las socie-
dades contemporáneas, signadas por procesos 
de urbanización y especialización de los factores 
productivos, obligan a que los individuos de-
ban permanente movilizarse largas distancias, 
en aras de ejercer sus derechos y competencias, 
acceder a distintas posiciones jurídicas, cumplir 
con sus obligaciones contractuales, dirigirse a la 
infraestructura para la prestación de otros servi-
cios públicos, etc. La libertad de locomoción, así 
entendida, no se concentra exclusivamente en la 
garantía de transitar libremente por el territorio 
nacional, sino también con la existencia de me-
canismos que permitan hacerlo en condiciones 
razonables y adecuadas. Esos instrumentos no 
son otros que los medios de transporte de pasa-
jeros.

Existe, en ese orden de ideas, un vínculo 
inescindible entre la vigencia de múltiples de-
rechos fundamentales y el acceso al transporte. 
En efecto, el derecho a ejercer una actividad la-
boral, a obtener el servicio educativo o de salud, 
o el simple ejercicio del libre desarrollo de la 
personalidad, expresado en la decisión autóno-
ma de dirigirse hacia donde se plazca, dependen 
de contar con la infraestructura y servicios ade-
cuados para lograr esa movilidad. Esta ha sido 
la posición de la Corte en su jurisprudencia, al 
señalar que 

-

-

-
-

[10]

De igual manera, la jurisprudencia constitu-
cional también ha contemplado que las barreras 
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de acceso al transporte afectan, por sí mismas, 
los derechos fundamentales, en especial respec-
to de aquellos sujetos de especial protección. En 
ese sentido, la Sentencia T-535/02, que anali-
zó la situación de una persona en situación de 
discapacidad quien, en virtud de problemas de 
diseño y adecuación de infraestructura, no po-
día acceder en condiciones adecuadas al sistema 
de transporte masivo TransMilenio del Distrito 
Capital, determinó que -

-

-

-

-

-
(Subrayas fuera 

de texto).
Es por ese vínculo particular entre los dere-

chos fundamentales, en especial la libertad de 
locomoción, y el servicio de transporte públi-
co, que se admite que el legislador intervenga, 
de manera intensa, la prestación de ese servi-
cio. Esto al menos a través de dos ámbitos de 

que tiene el transporte público y la necesidad de 
ejercer el control del mercado de prestación del 

de los usuarios.
… 6. Incluso desde una perspectiva tradi-

cional de la responsabilidad civil, el uso de ve-
hículos automotores ha sido considerado como 
una actividad riesgosa, que requiere por ende la 

y limiten estos riesgos. Ello más aun cuando se 
trata de transporte público de pasajeros, donde 
las condiciones de seguridad en la prestación del 
servicio se muestran críticas para la protección 
de la integridad física de los usuarios y demás 
personas involucradas en esa actividad.

A partir de este criterio, se ha considerado 
por la Corte que aquellas medidas que están 
dirigidas a lograr la seguridad en el transporte 
son compatibles con la Carta y hacen parte del 

-
teria. Estas regulaciones, además, están estre-
chamente vinculadas en la protección del bien 
común, interesado en el acceso en condiciones 
de seguridad al servicio de transporte público 

que, como se explicó, es vehículo para la satis-
facción de distintas garantías constitucionales. 
Sobre el particular, expone la jurisprudencia que 

-

-

-
-

-

Esto explica que el legislador haya designado 
autoridades administrativas que tienen la función 

control del transporte, en aras de satisfacer esas 
condiciones de seguridad. Si se parte de la base 
que la actividad del transporte tiene riesgos in-

-
sultan particularmente gravosos al tratarse de un 
servicio colectivo que involucra la protección de 
la integridad física de una pluralidad de perso-
nas, es necesario que se regule la materia de ma-
nera intensa, en sus distintos aspectos técnicos 
y operativos, y se prevea la institucionalidad es-

esa normatividad. Esta ha sido la posición de la 
jurisprudencia constitucional, al señalar que “[l]a 

-

-

-
-

personas”[11]

[12]

Esta función de reglamentación, para el caso 
particular del transporte aéreo, se ejerce a través 
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de los Reglamentos Aeronáuticos de Colombia 
(RAC). Así, el legislador dispuso en el artícu-
lo 86 de la Ley 336/96 que -

-

-
A esta 

norma se suma lo previsto en el artículo 1782 del 
Código de Comercio, el cual dispone que “por 

-

-
 …

… Breve referencia a los derechos del con-
sumidor frente a los servicios públicos

colectivos y del ambiente, tiene una especial pre-
ocupación en la satisfacción de los derechos de 
los consumidores. En ese sentido, el artículo 78 
C.P. determina que (i) la ley regulará el control 
de calidad de los bienes ofrecidos y prestados a 
la comunidad, así como la información que debe 
suministrarse al público en su comercialización; 
(ii) concurrirá responsabilidad de los producto-
res y proveedores de servicios que, según lo es-
tipule la ley, atenten contra la salud, la seguridad 
y el adecuado aprovisionamiento a consumido-
res y usuarios; y (iii) el Estado está obligado a 
garantizar la participación de las organizaciones 
y consumidores de usuarios en el estudio de las 
disposiciones que les conciernen.

A partir de esta previsión, la jurisprudencia 
constitucional ha concluido que la Carta Políti-
ca superó la visión del liberalismo económico 
clásico según la cual los consumidores, de un 
lado, y los productores y proveedores, del otro, 
están en pie de igualdad contractual. Antes bien, 
se reconoce que en realidad se encuentran en un 
plano económico desigual, basado en el predo-
minio del productor del bien o el proveedor del 

comercialización. Así, es necesario que el Esta-
-

midores, a través de la garantía de sus derechos 
a acceder a bienes y servicios de calidad. Solo 
de esta manera se logra un equilibrio entre el po-
der fáctico de los proveedores y productores y la 
obligatoriedad constitucional de acceso, en las 
condiciones anotadas, a los bienes y servicios.

Así lo ha señalado la Corte al prever esta mo-

consumo. Al respecto, la Sentencia C-749/09 
señaló:

...“6. Como lo ha resaltado la Corte en deci-
siones anteriores, el tratamiento de los derechos 
de los consumidores y usuarios tuvo un cambio 

-
titución Política de 1991. En el periodo precons-
titucional, la relación entre los sujetos que con-
curren al circuito comercial de distribución de 
bienes y servicios (productores, comercializado-
res y consumidores) estaba basada en las reglas 
propias del liberalismo económico. Los consu-
midores, en su condición de adquirentes de los 
productos, estaban en un plano de igualdad de 
negociación con los oferentes de los mismos y, 
en caso que se encontraran desequilibrios en su 
compraventa, bien por desigualdades ostensibles 
en el precio o en la calidad exigible de las mer-
caderías, tenían a su disposición las herramien-
tas propias del derecho civil para reparar el daño 
sufrido (resarcimiento de la lesión enorme, sa-
neamiento por evicción o por los vicios ocultos 
del bien, responsabilidad civil contractual, etc.). 
Esto implicaba, como es obvio, la presunción 
que los productores, intermediarios y consumi-
dores (i) acceden al mercado en idénticas con-
diciones; (ii) tienen a su disposición el mismo 
grado y calidad de la información; (iii) poseen 
idénticas condiciones de acceso a la solución ju-

esas relaciones de intercambio.
El cambio cualitativo antes citado radica en el 

reconocimiento, por parte del derecho constitu-
cional, de las hondas desigualdades inmanentes 
al mercado y al consumo. De un lado, el avan-
ce de la ciencia y la tecnología en la sociedad 
contemporánea y, sobre todo, la especialización 
en los procesos productivos, ocasiona grandes 
asimetrías de información entre los sujetos que 
concurren al intercambio de bienes y servicios. 
En efecto, los consumidores suelen carecer del 

-
-

nen la calidad de los productos, incluso aquellos 
de consumo ordinario. De igual modo, los fabri-
cantes y comercializadores son, en la mayoría 
de ocasiones, conglomerados empresariales que 
tienen a su disposición infraestructuras que, a 
manera de economías de escala, participan en el 
mercado económico e, inclusive, concurren ante 
las autoridades administrativas y judiciales con 
evidentes ventajas, habida cuenta la disponibili-
dad de recursos, asesorías profesionales perma-
nentes de primer nivel y conocimiento acerca del 
funcionamiento de las instancias de resolución 

de litigantes recurrentes.[37]

...7. Los consumidores, en ese marco de in-
formación asimétrica y desigualdades fácticas 
con los comercializadores y productores, adop-
tan sus decisiones de adquisición de bienes y 
servicios basados, esencialmente, en relaciones 
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-
nada marca, la novedad del bien o, en muchas 
ocasiones, el éxito mediático de una campaña 
publicitaria, llevan al consumidor a optar por 
determinado producto, incluso en aquellos casos 
en que su uso conlleva riesgo social, como su-
cede con los alimentos, los fármacos de venta 
libre, los vehículos, etc.

Estas condiciones fueron advertidas por el 
Constituyente, quien consagró en el artículo 

destinadas a proteger a los consumidores de las 
consecuencias del desequilibrio sustancial antes 
explicado”.

…15. La prescripción constitucional de un 
tratamiento diferenciado frente a las relaciones 
entre consumidores, productores y proveedores 
de servicios ha permeado la legislación. En tal 
sentido, la Ley 1480/11 – Estatuto del Consu-
midor prevé diferentes regulaciones que parten 
de la presunción del desequilibrio fáctico men-
cionado y en consecuencia, la obligación estatal 
de restablecimiento. Entre estas disposiciones se 
destacan las siguientes:

...15.1. El carácter de orden público de las 
normas del Estatuto y el mandato de interpre-
tación favorable de las reglas jurídicas para el 
consumidor. (Artículo 4°).

…15.2. La responsabilidad solidaria entre 
productor y proveedor cuando se trate de bienes 
y servicios que incumplan con condiciones de 
calidad y seguridad (Artículo 6°).

exoneración de responsabilidad para el produc-
tor ante la comercialización de productos defec-
tuosos (Artículo 22).

…15.4. La obligación de los productores y 
proveedores de otorgar los consumidores infor-

-
cable, comprensible, precisa e idónea sobre los 
productos que ofrezcan, siendo responsables por 
todo daño que sea consecuencia de la inadecua-

…15.5. La protección especial para el consu-
midor, consistente en que las condiciones gene-
rales de los contratos serán interpretadas de la 
manera más favorable al consumidor. En caso de 
duda, prevalecerán las cláusulas más favorables 
al consumidor sobre aquellas que no lo sean. 
(Artículo 34).

abusivas, en términos de afectación de los dere-
chos de los consumidores, que se declaran nulas 
de pleno derecho. (Artículo 43).

…16. A partir de los elementos expuestos, 
concluye la Corte que existe un cuerpo normati-
vo, de origen constitucional, que tiene por obje-
to la protección de los intereses del consumidor, 
quien se encuentra en un plano de desigualdad 

frente a productores y proveedores, lo que im-
plica un deber estatal de promoción respecto de 
aquel. Este deber se muestra especialmente re-
levante cuando se trata de la prestación de ser-
vicios públicos, pues en ese escenario, como se 
explicó en precedencia, la intervención estatal 
está dirigida no solo a garantizar la calidad y la 

acceso equitativo de los usuarios, habida cuenta 
la relación de dependencia entre esos servicios 
y la satisfacción material de los derechos funda-
mentales.

...24. La , que 
como se ha explicado en realidad se trata de un 
registro de datos personales destinado a la dene-
gación del servicio público de transporte aéreo, 
vulnera el derecho al hábeas data, a partir de las 
siguientes razones:

…24.1. Como se explicó en precedencia, la 
-

hibición general para la conformación de listas 
de información personal con consecuencias ex-
clusivamente desfavorables para el titular del 

-
cio abusivo y desproporcionado de la facultad 
legal de administración de datos personales. La 
lista de denegación de servicio mencionada es 
un caso arquetípico de esa práctica vulnerato-
ria de derechos fundamentales, más aun cuando 
se trata de la prestación de un servicio público 
esencial, gobernado por el principio de acceso 
equitativo, según se ha expuesto insistentemente 
en este fallo.

…24.2. La inclusión de los datos personales 
en la lista denegatoria es contraria al principio de 

-
cacia de ese principio depende, según se señaló, 

-
zación libre, expresa y previa para la inclusión de 
sus datos en la base o registro correspondiente. 
Esta autorización, para su validez constitucional, 
está supeditada a que el titular del dato sea in-

dato. En el caso analizado, no solo no se contó 
con una autorización con esas condiciones, sino 
que Avianca S.A. hizo un uso arbitrario del per-
miso para la gestión de datos de personales que 
el ciudadano Quintero Navas había realizado 
para ingresar al programa de viajero frecuente 
de la compañía aérea, según lo admitió la apode-
rada judicial de la sociedad comercial accionada.

Sobre este particular debe insistirse en que la 
autorización para la gestión de datos personales 

-
cer un uso extensivo o, menos aún, distorsionar 
la manifestación de voluntad del sujeto concer-
nido. Avianca S.A., a través de una conducta 
abusiva en términos de la protección de los datos 
personales, hizo uso de datos cuya recolección 
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viajero frecuente, para confeccionar una lista de 
denegación del servicio, asunto que en ningún 
momento había sido previamente avalado por el 
actor.

…24.3. Por último, la denominada 
desconoce abiertamen-

previsión, la recolección de datos es compatible 
con la vigencia del hábeas data, cuando (i) se 

-
pósito es acorde al orden jurídico. Lo explicado 
en el fundamento jurídico 21 demuestra que las 
empresas de transporte aéreo no tienen ninguna 
habilitación legal para confeccionar listas gené-
ricas de denegación del servicio. En contrario, 
solo están investidas de la potestad de negar el 
acceso a los vuelos a los pasajeros que incurran 

-
ca. Como en el caso objeto de examen se demos-
tró que Avianca S.A. presta un servicio público 
esencial y, de la misma manera, esa actividad 
está sometida al principio de legalidad respecto 
de las restricciones admisibles al acceso equita-
tivo por parte de los usuarios, entonces se está 
ante una recopilación de datos personales con-
traria a las normas que regulan la aviación civil y 
el servicio público esencial del transporte aéreo 
de pasajeros.

MARCO LEGAL
Decreto 410 de 1971. Por el cual de expi-

de el Código de Comercio –en su CAPÍTULO 
II del TRANSPORTE DE PERSONAS, AR- 
TÍCULO 1000– contempla que:

OBLIGACIONES DEL PASAJERO.
Subrogado por el artículo 15, Decreto 01 

de 1990.
El pasajero estará obligado a pagar el pasaje 

y a observar las condiciones de seguridad im-
puestas por el transportador y por los reglamen-

empresa, estos últimos siempre y cuando estén 
exhibidos en lugares donde sean fácilmente co-
nocidos por el usuario o se inserten en el boleto 
o billete.

El contrato celebrado para sí por persona rela-
tivamente incapaz no será anulable.

ARTÍCULO 1001. BOLETO Y CONTE-
NIDO

El boleto o billete expedido por el empresario 
-

podrá transferirse conforme a estos.
ARTÍCULO 1002. DESISTIMIENTO 

Subrogado por el artículo 16, Decreto 01 de 
1990. El nuevo texto es el siguiente: El pasa-
jero podrá desistir del transporte contratado con 
derecho a la devolución total o parcial del pasa-

je, dando previo aviso al transportador, confor-

contrato o en su defecto, por la costumbre.
TRANSPORTE DE PASAJEROS

ARTÍCULO 1877. CONTENIDO DEL BI-
LLETE O BOLETO DE PASAJE AÉREO. El 
billete o boleto de pasaje, si se expide, deberá 
contener:

1. Lugar y fecha de emisión.
2. Nombre o indicación del transportador o 

transportadores.
3. Lugares de partida y destino, y escalas pre-

vistas, y
4. Precio del transporte.
El pasajero podrá exigir que se inserte su 

nombre en el billete o boleto.
ARTÍCULO 1882. RESPONSABILIDAD 

DEL TRANSPORTADOR POR INCUMPLI-
MIENTO O INTERRUPCIÓN DEL VIAJE. 
Cuando el viaje no pueda iniciarse en las condi-
ciones estipuladas o se retrase su iniciación por 
causa de fuerza mayor o razones meteorológicas 
que afecten su seguridad, el transportador que-
dará liberado de responsabilidad devolviendo 
el precio del billete. El pasajero podrá en tales 
casos exigir la devolución inmediata del precio.

Si una vez comenzado el viaje este se inte-
rrumpiere por cualquiera de las causas señaladas 
en el inciso anterior, el transportador quedará 
obligado a efectuar el transporte de viajeros y 
equipajes por su cuenta, utilizando el medio más 
rápido posible hasta dejarlos en su destino, sal-
vo que los pasajeros opten por el reembolso de 
la parte del precio proporcional al trayecto no 
recorrido.

También sufragará el transportador los gastos 
razonables de manutención y hospedaje que se 
deriven de cualquier interrupción.

Unidad Administrativa Especial de Aeronáu-

de Normas Aeronáuticas REGLAMENTOS AE-
RONÁUTICOS DE COLOMBIA PARTE TER-
CERA -ACTIVIDADES AÉREAS CIVILES-

LEY 336 DE 1996 “Por la cual se adopta el 
estatuto nacional de transporte en su CAPÍTU-
LO SEGUNDO del Transporte aéreo:

Artículo 68. El modo de transporte aéreo, 
además de ser un servicio público esencial, con-
tinuará rigiéndose exclusivamente por las nor-
mas del Código de Comercio (libro quinto, capí-
tulo preliminar y segunda parte), por el manual 
de reglamentos aeronáuticos que dicte la unidad 
administrativa especial de aeronáutica civil y 
por los tratados, convenios, acuerdos, prácticas 
internacionales debidamente adoptados o aplica-
das por Colombia.

-
-
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-

Artículo 3º. Principios del transporte público. 
-

-
-

principios:

El cual implica:
-
-
-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

TÍTULO IV- Disposiciones sobre trans-
porte aéreo

Artículo 47.  Las 
funciones relativas al transporte aéreo, serán 
ejercidas por la Unidad Administrativa Especial 
de Aeronáutica Civil como Entidad especializa-
da adscrita al Ministerio de Transporte.

Representante a la Cámara por Antioquia.
CÁMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARÍA GENERAL
El día 21 de agosto del año 2013 ha sido 

presentado en este despacho el Proyecto de ley 
número 071 de 2013 Cámara, con su correspon-
diente exposición de motivos, por el honorable 
Representante, 

El Secretario General,

F E   D E   E R R A T A S
FE DE ERRATAS AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 256 DE 2013 CÁMARA
 

disposiciones.
El suscrito Secretario General se permite 

partir del segundo inciso del artículo 25 corres-
pondiente al Proyecto de ley número 256 de 
2013 Cámara, -

. La anterior propo-
sición, fue presentada por el honorable Repre-
sentante, doctor Henry Humberto Arcila Mon-

cada y aprobada el día 17 de junio de 2013, el 
cual se trascribe así:

Artículo 25. Modifíquese el artículo 31 de la 
Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

Artículo 31. Vigilancia interna y externa. La 
vigilancia interna de los centros de reclusión es-
tará a cargo del Cuerpo de Custodia y Vigilancia 
Penitenciaria Nacional. -
sonal o cuando la buena prestación de servicio 
así lo requiera se podrá acudir a la incorporación 
por parte del Inpec de este personal extraordina-
riamente, mediante cursos de complementación 

como auxiliares del Inpec, bajo la estricta autori-
zación, lineamientos y vigilancia de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil.
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La vigilancia externa estará a cargo de la 
Fuerza Pública. Cuando no exista Fuerza Públi-

el Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria 
Nacional.

Parágrafo. La Fuerza Pública, previo reque-
rimiento o autorización del Ministro de Justicia 
y del Derecho o del Director General del Institu-
to Nacional Penitenciario y Carcelario o, en caso 
urgente, del director del establecimiento donde 
ocurran los hechos, podrá ingresar a las instala-
ciones y dependencias para prevenir o conjurar 
graves alteraciones de orden.

El director de cada centro de reclusión podrá 
también solicitar el concurso de la Fuerza Pú-
blica para que esta se encargue de la vigilancia 
de dicho centro en las ocasiones en las que el 
Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria 
Nacional celebre su día clásico o cuando por 
circunstancias excepcionales de orden interno 
o de seguridad deba reforzarse la vigilancia del 
centro de reclusión. La asistencia de la Fuerza 
Pública será transitoria.

La anterior corrección para que sea publicada 
en la Gaceta del Congreso.

El Secretario General,

Se anexa proposición en dos (2) folios.
PROPOSICIÓN

Modifíquese el artículo 25 del Proyecto de 
ley número 256 de 2013 Cámara, por medio de 

, el 
cual quedará así:

Artículo 25. Modifíquese el artículo 31 de la 
Ley 65 de 1993, el cual quedará así:

“Artículo 31. Vigilancia interna y externa. 

-
Por -

cia de personal o cuando la buena prestación 
de servicio así lo requiera se podrá acudir a la 
incorporación por parte del Inpec de este per-
sonal extraordinariamente, mediante cursos de 

situación militar como auxiliares del Inpec, 
bajo la estricta autorización, lineamientos y vi-
gilancia de la Comisión Nacional del Servicio 
Civil.

-

-

-

-
-

-

Del honorable Representante,

Departamento del Valle del Cauca.
Fundamentos

No se puede permitir que los privados ejer-
zan esta función que es y debe ser exclusiva del 
Estado. No se puede trasladar esta responsabi-
lidad, ya que solo el Estado puede atribuir res-
ponsabilidad penal, y por lo tanto solo él puede 
ejecutar y garantizar el cumplimiento de las pe-
nas. Es más difícil exigirle rendición de cuentas 
a los privados, sobre todo en materia de Dere-

hay mayor propensión a que se violen garantías 
fundamentales; debido a que la concepción pri-
vada es económica y de negocio.
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